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Legislació n 
Por Geraldine Bethencourt Rodríguez, profesora de Derecho mercantil y 
abogada. 
 

  
Normativa estatal   
 
Real Decreto 271/2018, de 11 de mayo, por el que se modifica el Real 
Decreto 
2387/2004, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del 
Sector Ferroviario (BOE 116/2018, publicado el 21 de mayo) 
 
El Real Decreto 271/2018, obliga a las empresas ferroviarias y administradores de 
infraestructuras ferroviarias a elaborar sus respectivas contabilidades de forma separada, con 
objeto de evitar la transferencia de fondos públicos abonados para la gestión de 
infraestructuras hacia actividades de transporte ferroviario y viceversa. 
Complementariamente, se faculta a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
para requerir información estadística y contable a los administradores de infraestructuras 
ferroviarias, explotadores de instalaciones de servicio y empresas ferroviarias. Por otra parte, 
se concreta la cobertura económica del seguro con que deben tener cubierta su propia 
responsabilidad aquellas empresas que, sin realizar por sí mismas transporte ferroviario, ceden 
sus coches de viajeros o vagones de mercancías para que dicho transporte se lleve a efecto. 
 
Se completa la transposición de la Directiva 2012/34/UE por la que se Establece un Espacio 
Ferroviario Europeo Único. 
 
El presente Real Decreto modifica el apartado 1 del artículo 63. Añade un apartado 2 al 
artículo 45, un apartado 7 al artículo 63 y una disposición adicional única. Asimismo, también 
suprime la disposición transitoria quinta, todo ello del Real Decreto 2387/2004 por el que se 
aprueba el Reglamento del sector ferroviario. Por último, deroga la disposición transitoria 
cuarta de la Orden FOM/233/2006 por la que se regulan las condiciones para la homologación 
del material rodante ferroviario y de los centros de mantenimiento y se fijan las cuantías de la 
tasa por certificación de dicho material. 
 
Ver documento 

 
Real Decreto 335/2018, de 25 de mayo, por el que se modifican diversos 
reales decretos que regulan el sector del gas natural (BOE 128/2018, 
publicado el 26 de mayo) 
 
El presente real decreto modifica el Real Decreto 949/2001, de 3 de agosto, por el que se 
regula el acceso de terceros a las instalaciones gasistas y se establece un sistema económico 
integrado del sector de gas natural, el Real Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre, por el que 
se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y 
procedimientos de autorización de instalaciones de gas natural, y el Real Decreto 984/2015, de 
30 de octubre, por el que se regula el mercado organizado de gas y el acceso de terceros a las 
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instalaciones del sistema de gas natural, con el fin de regular y actualizar determinados 
aspectos en el funcionamiento del sistema gasista. 
El Real Decreto 335/2018, de 25 de mayo contiene una batería de medidas destinadas a 
impulsar la utilización de las infraestructuras gasistas, así como a mejorar el funcionamiento 
del mercado. Por medio de este Real Decreto se adapta el marco regulatorio para facilitar la 
contratación de nuevos servicios en las instalaciones gasistas y hacer un uso más eficiente de 
los existentes.  
 
Las modificaciones operadas por este Real Decreto son las siguientes: 
 
En primer lugar, los artículos 18, 29, 30, el primer párrafo y el apartado A) del artículo 31 y los 
artículos 32 y 33 del Real Decreto 949/2001 por el que se regula el acceso de terceros a las 
instalaciones gasistas y se establece un sistema económico integrado del sector de gas natural. 
 
En segundo lugar, los artículos 12.3, 18 y 88 y el apartado 2 del artículo 90 del Real Decreto 
1434/2002 por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, 
suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de gas natural. 
 
En tercer lugar, el artículo 6.2 del Real Decreto 984/2015 por el que se regula el mercado 
organizado de gas y el acceso de terceros a las instalaciones del sistema de gas natural. 
 
Además, añade los preceptos 17 bis, 30 bis, 30 ter y 30 quater, un nuevo apartado C) al 
artículo 31 y los artículos 31 bis y 33 bis del Real Decreto 949/2001 por el que se regula el 
acceso de terceros a las instalaciones gasistas y se establece un sistema económico integrado 
del sector de gas natural y los artículos 18 bis y 91 bis y una nueva disposición adicional del 
Real Decreto 1434/2002 por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, 
comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de gas natural. 
 
Ver documento 
 
Corrección de errores de la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes (BOE 
131/2018, publicado el 30 de mayo) 
 
Advertidos errores en la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes, publicada en el «Boletín 
Oficial del Estado» número 177, de 25 de julio de 2015, se procede a efectuar las oportunas 
rectificaciones: En la página 62800, en el artículo 59, apartado 4, donde dice: 
 
 «Cuando la patente tenga por objeto un producto que contenga información genética o que 
consista en información genética, los derechos conferidos por la patente se extenderán, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 5, a toda materia a la que se incorpore el 
producto y en la que se contenga y ejerza su función la información genética.», debe decir: 
«Cuando la patente tenga por objeto un producto que contenga información genética o que 
consista en información genética, los derechos conferidos por la patente se extenderán, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 5, a toda materia a la que se incorpore el 
producto y en la que se contenga y ejerza su función la información genética.»  
 
En la página 62806, en el artículo 79, apartado 5, donde dice: «Inscrito en el Registro de 
Patentes alguno de los derechos o gravámenes contemplados en el artículo 81.1,...», debe 
decir: «Inscrito en el Registro de Patentes alguno de los derechos o gravámenes contemplados 
en el artículo 82.1,...».  
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En la página 62830, en el artículo 146, apartado 3, donde dice: «… se funda en alguna de las 
causas previstas en el artículo 145 de esta Ley.», debe decir: «… se funda en alguna de las 
causas previstas en el artículo 149 de esta Ley.».  
 
En la página 62833, en el artículo 158, apartado 1b), donde dice: «Cuando se considere 
retirada por aplicación del artículo 90.3 del CPE en la medida en que se refiere al artículo 14.2 
del mismo.», debe decir: «Cuando se considere rechazada por aplicación del artículo 90.5 del 
CPE en la medida en que se refiere al artículo 14.2 del mismo.». 
 
Ver documento 

 

Normativa autonómica 
 
Comunidad Autónoma de Andalucía 

 
Ley 3/2018, de 8 de mayo, Andaluza de Fomento del Emprendimiento (BOE 
127/2018, publicado el 25 de mayo) 
 
La presente ley tiene por objeto fomentar el emprendimiento en Andalucía, en un marco de 
igualdad de oportunidades, conforme a los principios que la propia norma establece, el 
reconocimiento y puesta en valor de la actividad emprendedora, la innovación y la creatividad 
como un proceso de desarrollo personal y profesional, así como el fomento del 
emprendimiento de segunda oportunidad, apoyando de forma expresa a las personas 
emprendedoras que han tenido experiencias fallidas y optan por emprender nuevas iniciativas 
empresariales. A tal fin, la presente norma regula los instrumentos y servicios para el impulso y 
desarrollo de la actividad emprendedora a través de la creación e implantación del Sistema 
Andaluz para Emprender. 
 
La ley desarrolla un texto compuesto por un total de treinta y un artículos, tres disposiciones 
adicionales, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.  
 
El título preliminar, «Disposiciones generales», establece el objeto general de la presente ley, 
la definición del concepto de emprendimiento y los principios rectores que han de regir la 
actuación de la Administración en esta materia.  
 
El título I, «Estructura de apoyo al emprendimiento», regula el Sistema Andaluz para 
Emprender, entendido como el conjunto de actuaciones que tienen como objeto promover el 
derecho al emprendimiento mediante el establecimiento de servicios de información, 
asesoramiento, asistencia técnica, formación, tutorización, preincubación e incubación para la 
creación de una empresa y el inicio de la actividad económica. Dichos servicios cubrirán todas 
las fases del desarrollo de una idea emprendedora, desde el acceso a la investigación y la 
innovación hasta el proceso de creación, ejecución, desarrollo y consolidación de una 
empresa, e irán dirigidos a aumentar la probabilidad de supervivencia de las iniciativas 
emprendedoras. 
 
El título II, «Fomento del emprendimiento en sectores específicos», define y regula los 
principios y la caracterización de los programas y medidas para el fomento de la actividad 
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emprendedora en el ámbito de las entidades de emprendimiento en economía social y en el 
medio rural. 

 
El título III, «Fomento y difusión de la cultura emprendedora», establece las bases para el 
fomento de la cultura emprendedora en el ámbito del sistema educativo andaluz y 
universitario, como unión de cuatro grandes competencias: la creatividad, la innovación, la 
responsabilidad social y el emprendimiento personal y colectivo, así como el reconocimiento 
social de las personas emprendedoras. 
 
Por último, el título IV, «Plan General de Emprendimiento», recoge expresamente la 
elaboración y aprobación de un plan general, entendido como instrumento de planificación, 
coordinación, seguimiento y evaluación de las políticas públicas desarrolladas en la materia, 
para garantizar la máxima eficacia y eficiencia en la consecución de los objetivos establecidos 
en esta ley.  
 
La disposición adicional primera establece la adecuación, en su caso, de los estatutos de 
Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza, al desarrollo de los servicios que la presente 
ley recoge, así como la fuente y formas de financiación mediante transferencias de 
financiación y transferencias de asignación nominativa.  
 
La disposición final primera habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias en 
desarrollo de esta ley, y la disposición final segunda establece su entrada en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía». 

 
Ver documento 
 

Comunidad Autónoma de Aragón 

 
Ley 7/2018, de 26 de marzo, de Seguridad Ferroviaria (BOE 131/2018, 
publicado el 30 de mayo) 
 
El sector del taxi ha ido evolucionando en los últimos años en sintonía con la realidad social y 
económica, y con esta nueva regulación se pretende unificar los criterios destinados a ofrecer 
un mejor servicio a los usuarios del taxi, adecuando su regulación a la nueva realidad jurídico-
sociológica, guiados por criterios de claro contenido social y por el respeto, en último término, 
al interés general. Se busca conseguir una mejora efectiva en las condiciones de prestación del 
servicio que, por un lado, favorezca a los profesionales del sector, y, por otro, consiga 
mantener y aun incrementar los niveles de calidad en la atención dispensada a los usuarios. 
 
El objeto de esta ley es la regulación de los servicios de taxi que transcurran íntegramente por 
el territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón.  
 
El texto de la ley se articula comenzando por un capítulo I en el que se delimita el objeto de la 
ley, se introducen definiciones, se articulan las competencias propias de la Comunidad 
Autónoma de Aragón y las corporaciones locales, y se establecen los principios generales a los 
que debe sujetarse la prestación de este tipo de transporte, teniendo en cuenta la naturaleza 
de servicio público de carácter impropio que le atribuyen la doctrina y la jurisprudencia.  
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El capítulo II establece el estatuto jurídico del usuario del taxi y desarrolla un elenco básico de 
derechos y deberes. 
 
El capítulo III, «Títulos habilitantes y su régimen jurídico», contempla la dualidad de títulos 
habilitantes para la prestación del servicio (urbano e interurbano). Se fija qué Administración 
es la competente para la determinación del número de licencias a otorgar, a saber, los 
respectivos ayuntamientos en consonancia con su autonomía municipal y la necesaria 
adecuación a las necesidades propias de cada uno de ellos conforme a los factores que la 
propia ley determina, estableciéndose una vinculación entre el número máximo de títulos a 
otorgar y la población del municipio. Asimismo, se introduce un completo régimen jurídico de 
dichos títulos en relación con los requisitos exigidos, vigencia, transmisibilidad, extinción y la 
constancia en un registro de títulos habilitantes.  
 
El capítulo IV se dedica a establecer el régimen relativo a los vehículos a adscribir a la 
prestación de los servicios de taxi, mientras que el capítulo V establece el régimen jurídico 
relativo a los conductores. La ley dispone, como regla general, que solo podrán ser titulares de 
licencia de taxi y de autorizaciones interurbanas de taxi las personas físicas, y que estos títulos 
únicamente podrán ser transmitidos a dichas personas. Sin embargo, introduce una excepción 
para los municipios de menos de 10.000 habitantes, en los que permite que puedan ser 
titulares de dichas licencias y autorizaciones personas jurídicas. Este régimen específico está 
regulado en el capítulo VI.  
 
El capítulo VII establece el régimen jurídico de los servicios de transporte a prestar, otorgando 
cobertura normativa a la prestación de servicios no discrecionales, en las modalidades de 
transporte público regular de uso general y de uso especial, y en él se determinan los 
elementos del objeto, contratación y concertación, prestación, denegación y documentación 
exigibles, así como reglas especiales relativas al inicio de los servicios de taxi; se ampara así la 
recogida de viajeros en la prestación de los citados servicios regulares. 
 
El régimen económico de los servicios de taxi se regula en el capítulo VIII.  
 
Por último, el capítulo IX recoge el régimen sancionador aplicable en el caso de 
incumplimiento del régimen jurídico que se establece en esta ley respecto a la prestación de 
los servicios de taxi. De este modo se fija un único régimen jurídico en la prestación de los 
servicios y un único régimen sancionador, pero atribuyendo las competencias sancionadoras a 
los entes territoriales competentes en función del ámbito urbano o interurbano del servicio en 
el que se detecte la comisión de una infracción administrativa. Se introduce como novedad un 
instrumento eficaz de lucha contra el intrusismo en servicios cuyo itinerario se desarrolle 
íntegramente en territorio aragonés, al igual que han hecho otras comunidades autónomas 
como Islas Baleares, Madrid, Andalucía o Navarra. Dicho instrumento consiste en la aplicación 
de una medida cautelar ya prevista por la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 
Transportes Terrestres, para los no residentes, consistente en la inmovilización del vehículo 
infractor hasta la prestación de un depósito por el sancionado o por entidad autorizada. 

 
Ver documento 
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